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CERTIORARI 
procedente del 

Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala Superior de 

Bayamón 
 

Civil núm.: 
BY2021CV00814 
 

Sobre:  
Declaratoria de 

Herederos 
 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 
Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

Comparece ante este tribunal apelativo el Sr. Eduardo Arias 

Rivera (en adelante el señor Arias Rivera o el peticionario) mediante 

el recurso de Certiorari de epígrafe y nos solicita la revisión de una 

Orden emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Bayamón (el TPI), el 3 de marzo de 2020, notificada ese mismo 

día. En esta, el foro primario concedió 30 días al peticionario para 

que presentara copia de la Sentencia de Divorcio de la causante, la 

Sra. Olga Quirós Torres.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

deniega la expedición del auto solicitado. 

I. 

El señor Arias Rivera presentó una Petición a los fines de que 

se declare como único y universal heredero de la señora Quirós 

Torres a su hijo Héctor J. Arias Quirós. Examinada la petición y los 

documentos que la acompañaban, el TPI determinó que faltaba 
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copia de la Sentencia de Divorcio de la señora Quirós Torres, para 

lo cual le concedió un término de 30 días. El foro recurrido consignó 

que el incumplimiento con el término otorgado conllevaría el archivo 

sin perjuicio de la causa de acción.  

Inconforme, el peticionario presentó una Moción Solicitando 

Reconsideración en la cual argumentó que el Certificado de 

Defunción es prueba suficiente del estado civil de la causante. Es 

decir, que estaba divorciada al momento del fallecimiento.    

El 4 de marzo siguiente, el TPI dictó una Resolución 

declarando No Ha Lugar al petitorio e indicó que la mejor evidencia 

es la Sentencia de Divorcio.  

Aún insatisfecho, el peticionario presentó el recurso de 

certiorari que nos ocupa señalando que erró el TPI al solicitar la copia 

de la Sentencia de Divorcio.  

Analizados el recurso y el expediente apelativo; así como 

estudiado el derecho aplicable, procedemos a resolver.  

II. 

Todo recurso de certiorari presentado ante este foro intermedio 

debe ser examinado primeramente al palio de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. Esta Regla dispone 

como sigue: 

Todo procedimiento de apelación, certiorari, 
certificación, y cualquier otro procedimiento para 
revisar sentencias y resoluciones se tramitará de 
acuerdo con la ley aplicable, estas reglas y las reglas 
que adopte el Tribunal Supremo de Puerto Rico. 

 
El recurso de certiorari para revisar resoluciones 

u órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, 
el Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 
resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia cuando se recurra de decisiones 
sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 
esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 
anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de 
familia, en casos que revistan interés público o en 
cualquier otra situación en la cual esperar a la 
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apelación constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia. Al denegar la expedición de un recurso de 
certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no 
tiene que fundamentar su decisión. 

 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria 

expedida por el Tribunal de Primera Instancia podrá ser 
revisada en el recurso de apelación que se interponga 
contra la sentencia sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 
de este apéndice sobre los errores no perjudiciales. 
Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. 

 

Precisa recordar que la intención de la enmienda a la Regla 

52.1, supra, tuvo el propósito de agilizar la resolución de los pleitos 

dilucidándose ante los tribunales de primera instancia y así evitar 

dilaciones injustificadas durante la tramitación de un litigio.1 Así lo 

sostuvo nuestro Tribunal Supremo al señalar lo siguiente: 

Según aprobada en el 2009, la Regla 52.1 alteró 
sustancialmente el enfoque prácticamente irrestricto, y 
hasta entonces vigente, característico de la revisión 
interlocutoria de las órdenes y resoluciones emitidas 
por el TPI, dando paso a un enfoque mucho más 
limitado. De esta manera, se pretendió atender los 
inconvenientes asociados con la dilación que el antiguo 
esquema ocasionaba en los procedimientos, así como la 
incertidumbre que se suscitaba entre las partes del 
litigio. Se entendió que, en su mayor parte, las 
determinaciones interlocutorias podían esperar hasta 
la conclusión final del caso para ser revisadas en 
apelación, conjuntamente con la sentencia dictada en 
el pleito. De igual forma, con el propósito de acelerar el 
trámite ante el foro apelativo intermedio, a través de la 
nueva regla se preceptuó que en los casos en que se 
denegara expedir el recurso de certiorari no sería 
necesario que el tribunal expusiera sus razones para 
tal determinación. I.G. Builders et al. v. B.B.V.A.P.R., 
185 DPR 307, 336 (2012). (Cita omitida). 

 

Por lo tanto, el auto de certiorari es limitado y excluye aquellas 

determinaciones interlocutorias que pueden esperar hasta la 

determinación final del tribunal para formar parte de un recurso de 

apelación. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 336 (2012).  

A su vez, las excepciones para revisar las determinaciones que no 

corresponden a remedios provisionales, injunctions o mociones 

dispositivas son: (1) decisiones sobre admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales, (2) asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, (3) anotaciones de rebeldía, (4) casos de relaciones de 

 
1 Documentos Complementarios, Reglas de Procedimiento Civil de 2009, 

Secretariado de la Conferencia Judicial y Notarial, a la pág. 3. 
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familia, (5) asuntos de interés público y (6) situaciones en las cuales 

esperar a la apelación constituirá un fracaso irremediable de la 

justicia. 

En consecuencia, las determinaciones que cumplan con la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, pueden ser objeto de 

revisión y el tribunal apelativo ejercerá su discreción para decidir si 

expide o no el recurso de certiorari. Los criterios que este Tribunal 

de Apelaciones examina para ejercer su discreción se encuentran 

recogidos en la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 LPRA XXII-B, R. 

40. La Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, supra, dispone lo 

siguiente: 

El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.     

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.     

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.     

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.     

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.     

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del 

litigio.     

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 
 

Por lo tanto, para ejercer debidamente nuestra facultad 

revisora es menester evaluar si, a la luz de los criterios antes 

enumerados, se justifica nuestra intervención, pues distinto al 

recurso de apelación, este tribunal posee discreción para expedir el 

auto el certiorari. Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 834, 837 

(1999). Por supuesto, esta discreción no opera en el vacío y en 

ausencia de parámetros que la dirijan. I.G. Builders et al. v. BBVAPR, 
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supra; Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580 (2011). 

Precisa recordar que la discreción ha sido definida como “una forma 

de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a 

una conclusión justiciera.” SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 

DPR 414, 434-435 (2013). Así pues, se ha considerado que la 

discreción se nutre de un juicio racional cimentado en la 

razonabilidad y en un sentido llano de justicia y “no es función al 

antojo o voluntad de uno, sin tasa ni limitación alguna.” Íd.  

III.  
 

Analizado el recurso minuciosamente resulta forzoso colegir 

que la Orden impugnada no se encuentra dentro de las materias 

comprendidas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, que 

delimita los asuntos sobre los cuales podemos ejercer nuestra 

discreción para expedir el auto.  Más aún, la determinación no versa 

sobre una situación que esté revestida de interés público o de un 

asunto en el cual esperar a la apelación constituya un fracaso 

irremediable de la justicia. Así tampoco están presentes los criterios 

de la Regla 40 de nuestro Reglamento, antes citada, por lo que no 

encontramos motivos para intervenir con lo resuelto.  

De otra parte, la Ley del Registro Demográfico, Ley núm. 24 

de 22 de abril de 1931, según enmendada, 24 LPRA sec. 1041, et 

seq., crea un Registro General Demográfico, establecido en la 

División de Registro Demográfico o Estadísticas Vitales del 

Departamento de Salud de Puerto Rico. El mismo se estableció con 

el propósito de registrar, coleccionar, custodiar, preservar, 

enmendar y certificar hechos vitales, de las personas nacidas en 

Puerto Rico. 24 LPRA sec. 1042 (1). Su finalidad esencial es ser el 

instrumento en el cual constan públicamente la versión oficial sobre 

la existencia, estado civil y hechos vitales de las personas nacidas 

en Puerto Rico; y, como tal, sirve de instrumento de constatación 
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para quienes entran en contacto con las personas registradas. Ex 

parte Delgado Hernández, 165 DPR 170 (2005).   

En el Registro Demográfico se inscriben, todos los sucesos y 

hechos vitales que definen el estado civil y la capacidad jurídica de 

un individuo. J. L. Lacruz Berdejo, Elementos de Derecho Civil, Ed. 

Bosh, Barcelona, Tomo I (1974), pág. 170. Entre los cuales se 

destaca el nacimiento y junto a este, el nombre, el sexo, y la filiación 

del inscrito. Ex parte Delgado Hernández, supra; Art. 3 de la Ley 

núm. 24, 24 LPRA sec. 1071. Tienen cabida en el Registro 

Demográfico también: el matrimonio, la nacionalidad y la 

defunción. Íd. Todos estos atributos de la personalidad se 

caracterizan, entre otras cosas, por “[t]ener eficacia general, es decir 

frente a todos (erga omnes).” Ex parte Delgado Hernández, supra, 

citando a Albaladejo, op. cit., pág. 236. El registro de datos vitales 

de cada persona comienza con el nacimiento, hecho que lo 

individualiza y lo convierte en sujeto de derechos; y finaliza, 

evidentemente, con el fallecimiento. Ex parte Delgado Hernández, 

supra. Así, en reiteradas ocasiones nuestro máximo foro judicial ha 

señalado que la información que consta en el Registro Demográfico 

constituye evidencia prima facie del hecho que se pretende 

constatar.2 Ex parte Delgado Hernández, supra; Medina v. Pons, 81 

DPR 1 (1959); Bigas Surs. v. Comisión Industrial, 71 DPR 336 (1950); 

Pueblo v. Ramírez, 65 DPR 680 (1946); Mercado v. American Railroad 

Co., 61 DPR 228 (1943).     

Por consiguiente, la información del divorcio según surge del 

Certificado de Defunción expedido por el Registro Demográfico 

puede ser contradicha por otra prueba que pueda llevar al ánimo del 

juzgador la convicción de que el estado civil de la causante es otro y 

 
2 Véase el Artículo 38(c) de la Ley núm. 24, supra, 24 LPRA sec. 1237(c), intitulado 

Copias certificadas de certificados, (c) Evidencia prima facie. 

javascript:citeSearch('65DPR680',%20'MJPR_DPR')
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no el que allí se consigna.3 En este sentido, precisa señalar que si la 

prueba prima facie es insuficiente, el demandante habrá de probar 

los hechos constitutivos de su acción judicial, y, si no lo consigue, 

esta será desestimada. Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón Rosa, 151 

DPR 711 (2000) citando a J. Santos Briz, La Responsabilidad Civil, 

vol. 2, pág. 1085-86 (1993).  

Por último, es importante puntualizar que el juez a quien se 

hubiese presentado la solicitud de la Declaratoria de Herederos 

examinará en el más breve término posible la prueba documental en 

que se apoya el peticionario y la certificación negativa del Registro 

de Testamentos en el Tribunal Supremo y, con el resultado de ella, 

dictará la resolución que proceda sin necesidad de celebrar vista; o 

discrecionalmente podrá requerir prueba adicional o señalar 

vista de estimarlo procedente. Artículo 552 del Código de 

Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 2301.   

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del auto de certiorari solicitado. 

 Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 
3 Advertimos que el Artículo 761 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2411, establece el 

derecho de usufructo del cónyuge viudo. 


